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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
14301 Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del 

mercado de trabajo.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.
PREÁMBULO

I

La crisis financiera y económica de origen internacional que se ha desarrollado desde 
principios de 2008 ha quebrado la larga senda de crecimiento económico y del empleo que 
vivió la economía española desde mediados de los noventa y ha tenido como consecuencia 
más grave una intensa destrucción de empleo y el consecuente aumento del desempleo.

Las cifras a este respecto son esclarecedoras. En los últimos dos años se han perdido 
en nuestro país más de dos millones de puestos de trabajo y el desempleo ha crecido en 
casi dos millones y medio de personas, lo que ha duplicado la tasa de paro hasta acercarse 
al 20%. Un desempleo de esa magnitud constituye el primer problema para los ciudadanos 
y sus familias y supone un lastre inasumible a medio plazo para el desarrollo económico y 
para la vertebración social de nuestro país.

Por ello, recuperar la senda de la creación de empleo y reducir el desempleo constituye 
en estos momentos una exigencia unánime del conjunto de la sociedad y, en consecuencia, 
debe constituir el objetivo último fundamental de todas las políticas públicas.

Es indudable que la principal y directa causa de la pérdida de empleo durante los 
últimos dos años ha sido la caída de la actividad productiva, derivada, en un primer 
momento, del colapso de los cauces habituales de crédito y endeudamiento que sustentaron 
de forma decisiva el consumo y la inversión en la pasada etapa expansiva. Un fenómeno 
común a los países de nuestro entorno socioeconómico, y en particular a los integrantes 
de la eurozona.

Pero es cierto que en España la incidencia de esta contracción productiva sobre el 
empleo ha sido superior a la sufrida en otros países. Y existe una amplia coincidencia en 
señalar como responsables de este negativo comportamiento tanto a las diferencias en la 
estructura productiva del crecimiento económico, como a algunas particularidades 
estructurales de nuestro mercado laboral, que las reformas abordadas en las últimas 
décadas no han logrado eliminar o reducir de forma sustancial.

Unas debilidades de nuestro modelo de relaciones laborales que, en último término, 
vienen a explicar la elevada sensibilidad del empleo al ciclo económico que se ha venido 
poniendo de manifiesto en nuestro país, lo que hace que crezca mucho en las fases 
expansivas pero que se destruya con igual o mayor intensidad en las etapas de crisis, y 
entre las que se encuentran las siguientes: un significativo peso de los trabajadores con 
contrato temporal (en torno a un tercio del total de asalariados por cuenta ajena), que 
constituye una anomalía en el contexto europeo, y que ha derivado en una fuerte 
segmentación entre trabajadores fijos y temporales; un escaso desarrollo de las 
posibilidades de flexibilidad interna en las empresas que ofrece la legislación actual; una 
insuficiente capacidad de colocación de los servicios públicos de empleo y la persistencia 
de elementos de discriminación en el mercado de trabajo en múltiples ámbitos, pero de 
forma muy señalada en el empleo de mujeres, personas con discapacidad y desempleados 
de más edad. cv
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b) Proporcionar la documentación e información que reglamentariamente se 
determinen a efectos del reconocimiento, suspensión, extinción o reanudación del 
derecho a las prestaciones.

c) Participar en los trabajos de colaboración social, programas de empleo, o 
en acciones de promoción, formación o reconversión profesionales, que determinen 
los servicios públicos de empleo, o las agencias de colocación cuando desarrollen 
actividades en el ámbito de colaboración con aquéllos y aceptar la colocación 
adecuada que le sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o por dichas 
agencias.

d) Renovar la demanda de empleo en la forma y fechas en que se determine 
en el documento de renovación de la demanda y comparecer, cuando haya sido 
previamente requerido, ante la Entidad Gestora, los servicios públicos de empleo o 
las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de 
colaboración con aquéllos.

e) Solicitar la baja en las prestaciones por desempleo cuando se produzcan 
situaciones de suspensión o extinción del derecho o se dejen de reunir los requisitos 
exigidos para su percepción, en el momento de la producción de dichas 
situaciones.

f) Reintegrar las prestaciones indebidamente percibidas.
g) Devolver a los servicios públicos de empleo, o, en su caso, a las agencias 

de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con 
aquéllos, en el plazo de cinco días, el correspondiente justificante de haber 
comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo facilitadas 
por los mismos.

h) Inscribirse como demandantes de empleo y suscribir y cumplir las exigencias 
del compromiso de actividad, en los términos establecidos en el artículo 27 de la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

i) Buscar activamente empleo, participar en acciones de mejora de la 
ocupabilidad, que se determinen por los servicios públicos de empleo competentes, 
en su caso, dentro de un itinerario de inserción.

Sin perjuicio de la obligación de acreditar la búsqueda activa de empleo, la 
participación en las acciones de mejora de la ocupabilidad que se correspondan con 
su profesión habitual o sus aptitudes formativas según lo determinado en el itinerario 
de inserción, será voluntaria para los beneficiarios de prestaciones contributivas 
durante los treinta primeros días de percepción, y la no participación en las mismas 
no conllevará efectos sancionadores.»

Artículo 17. Empresas de trabajo temporal.

La Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las Empresas de Trabajo Temporal, 
queda modificada en los siguientes términos:

Uno. El párrafo b) del artículo 8 queda redactado de la siguiente manera:

«b) Para la realización de trabajos u ocupaciones especialmente peligrosos 
para la seguridad y la salud en el trabajo, en los términos previstos en la disposición 
adicional segunda de esta Ley y, de conformidad con ésta, en los convenios o 
acuerdos colectivos.»

Dos. El artículo 11 queda redactado como sigue:

«1. Los trabajadores contratados para ser cedidos a empresas usuarias 
tendrán derecho durante los períodos de prestación de servicios en las mismas a la 
aplicación de las condiciones esenciales de trabajo y empleo que les corresponderían 
de haber sido contratados directamente por la empresa usuaria para ocupar el 
mismo puesto.
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a) La empresa de trabajo temporal deberá organizar de forma total o parcial 
sus actividades preventivas con recursos propios debidamente auditados conforme 
a la normativa de prevención de riesgos laborales y tener constituido un comité de 
seguridad y salud en el trabajo del que formen parte un número no inferior a cuatro 
delegados de prevención.

b) El trabajador deberá poseer las aptitudes, competencias, cualificaciones y 
formación específica requeridas para el desempeño del puesto de trabajo, debiendo 
acreditarse las mismas documentalmente por la empresa de trabajo temporal.

4. Lo establecido en los convenios o acuerdos colectivos conforme a lo 
señalado en el apartado 2 se entiende sin perjuicio de las reglas sobre vigencia, 
prórroga, denuncia y renegociación de los convenios colectivos en el Título III del 
texto refundido del Estatuto de los Trabajadores.»

Siete. Se incorpora una nueva disposición adicional cuarta con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional cuarta. Validez de limitaciones o prohibiciones de recurrir a 
empresas de trabajo temporal.

A partir del 1 de abril de 2011, se suprimen todas las limitaciones o prohibiciones 
actualmente vigentes para la celebración de contratos de puesta a disposición por 
las empresas de trabajo temporal, incluida la establecida en la Disposición adicional 
quinta de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, con la 
única excepción de lo establecido en la presente Ley. A partir de esa fecha, las 
limitaciones o prohibiciones que puedan ser establecidas sólo serán válidas cuando 
se justifiquen por razones de interés general relativas a la protección de los 
trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal, a la necesidad de garantizar 
el buen funcionamiento del mercado de trabajo y a evitar posibles abusos.

Antes de la fecha señalada en el párrafo anterior, previa negociación en la Mesa 
General de Negociación de las Administraciones Públicas, el Gobierno establecerá 
los criterios funcionales de aplicación de lo dispuesto en dicho párrafo en el ámbito 
de dichas Administraciones.

Las empresas de trabajo temporal no podrán realizar con las Administraciones 
Públicas contratos de puesta a disposición de trabajadores para la realización de tareas 
que, por una norma con rango de Ley, estén reservadas a los funcionarios públicos.»

Artículo 18. Adaptación de la legislación sobre infracciones y sanciones en el orden 
social a la regulación de las agencias de colocación y de las empresas de trabajo 
temporal.

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el orden social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el encabezamiento de la subsección 1.ª de la Sección 3.ª del 
Capítulo II, que queda redactado como sigue:

«Subsección 1.ª Infracciones de los empresarios, de las agencias de colocación y 
de los beneficiarios de ayudas y subvenciones en materia de empleo, ayudas de 

fomento del empleo en general y formación profesional para el empleo»

Dos. El apartado 1 del artículo 16, infracciones muy graves, queda redactado como 
sigue:

«1. Ejercer actividades de intermediación, de cualquier clase y ámbito funcional, 
que tengan por objeto la colocación de trabajadores sin haber obtenido la 
correspondiente autorización administrativa o exigir a los trabajadores precio o 
contraprestación por los servicios prestados.»
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que se determinen en el documento de renovación de la demanda, salvo causa 
justificada.»

Nueve. El apartado 4 del artículo 25 queda redactado de la siguiente manera:

«4. En el caso de solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo 
de nivel contributivo o asistencial:

a) Rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los servicios 
públicos de empleo o por las agencias de colocación cuando desarrollen actividades 
en el ámbito de la colaboración con aquéllos, salvo causa justificada.

b) Negarse a participar en los trabajos de colaboración social, programas de 
empleo, incluidos los de inserción profesional, o en acciones de promoción, formación 
o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos por los servicios 
públicos de empleo o en las acciones de orientación e información profesional 
ofrecidas por las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de la colaboración con aquéllos.

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada y por 
trabajos de colaboración social, los que reúnan los requisitos establecidos, 
respectivamente, en el artículo 231.3 y en el artículo 213.3 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social.»

Disposición adicional primera. Negociación colectiva y modalidades contractuales.

1. Lo dispuesto en el artículo 15, apartado 1 a), del Estatuto de los Trabajadores, 
según la redacción dada al mismo por esta Ley, se entiende sin perjuicio de lo que 
establecen actualmente los convenios colectivos sectoriales sobre la duración máxima del 
contrato por obra o servicio determinados.

2. Igualmente, lo dispuesto en el artículo 15, apartados 1 a) y 5, y en el artículo 49, 
apartado 1 c), del Estatuto de los Trabajadores, según la redacción dada a los mismos por 
esta Ley, se entiende sin perjuicio de lo que se establece o pueda establecerse sobre la 
regulación del contrato fijo de obra, incluida su indemnización por cese, en la negociación 
colectiva de conformidad con la disposición adicional tercera de la Ley 32/2006, de 18 de 
octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.

Disposición adicional segunda. Formación teórica en los contratos para la formación.

1. Sin perjuicio del desarrollo reglamentario al que se alude en el párrafo octavo del 
artículo 11.2 e) del Estatuto de los Trabajadores, en el marco de la normativa que se dicte 
en aplicación y desarrollo del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula 
el subsistema de la formación profesional para el empleo, y en particular de su artículo 27, 
referido a la formación teórica de los contratos para la formación, el Gobierno, a través de 
los Ministerios de Trabajo e Inmigración y de Educación, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, establecerá procedimientos que flexibilicen y faciliten a los empresarios la 
organización de la correspondiente formación teórica a los trabajadores contratados para 
la formación, especialmente en el supuesto de empresas de hasta 50 trabajadores.

2. En todo caso, las empresas podrán financiarse el coste que les suponga la 
formación teórica en los términos previstos en el artículo 27.5 del Real Decreto 395/2007, 
de 23 de marzo, o norma que lo modifique o sustituya. Las bonificaciones en las cuotas 
empresariales a la Seguridad Social para la financiación de dicho coste serán compatibles 
con las que estén contempladas para los contratos para la formación en programas de 
fomento de empleo.

Disposición adicional tercera. Contratos para la formación en los programas de Escuelas 
Taller, Casas de Oficio y Talleres de Empleo.

1. La acción protectora de la Seguridad Social en los contratos para la formación 
suscritos con alumnos trabajadores en los programas de escuelas taller, casas de oficios 
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y talleres de empleo, comprenderá las mismas contingencias, situaciones protegibles y 
prestaciones que para el resto de trabajadores contratados bajo esta modalidad, tal y 
como establecen el artículo 11.2 i) del Estatuto de los Trabajadores y la disposición 
adicional sexta de la Ley General de la Seguridad Social, a excepción del desempleo.

2. Las bonificaciones previstas en el artículo 11 de esta Ley no serán de aplicación a 
los contratos para la formación suscritos con los alumnos trabajadores participantes en los 
programas de escuelas taller, casas de oficio y talleres de empleo.

Disposición adicional cuarta. Planes de formación profesional específicos para jóvenes y 
personas desempleadas.

En relación a las medidas para favorecer el empleo de los jóvenes y de las personas 
desempleadas articulados en el Capítulo III de esta Ley, se procederá a la elaboración de 
planes específicos de formación profesional que contribuyan a la incorporación de estos 
colectivos al mercado de trabajo.

Disposición adicional quinta. Implantación del Sistema Nacional de Cualificaciones y 
Formación Profesional.

El Gobierno completará el desarrollo de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
cualificaciones y de la formación profesional, en el plazo de seis meses mediante un Real 
Decreto que regule la implantación del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación 
Profesional, adecuando las ofertas formativas a los requerimientos de la producción y del 
empleo, a través de acciones formativas evaluables y certificables.

Disposición adicional sexta. Vinculación de políticas activas de empleo y prestaciones 
por desempleo.

En el momento en que el empleo inicie su recuperación, el Gobierno adoptará las 
medidas necesarias para reformar la normativa que regula las prestaciones por desempleo 
con el objetivo de aumentar la vinculación de éstas con las políticas activas de empleo.

Disposición adicional séptima. Plan de recolocación del sector de la construcción.

El Gobierno impulsará un plan específico, en colaboración con las Comunidades 
Autónomas, para la recolocación de los parados procedentes del sector de la construcción, 
a través de programas específicos de formación y de seguimiento, que les permitan ser 
contratados en sectores demandantes de mano de obra como por ejemplo los de 
rehabilitación, instalación energética, seguridad, turismo, dependencia, entre otros.

Disposición adicional octava. La formación profesional en el trabajo.

Se modifica el apartado 2 b) del artículo 4 del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, que 
queda redactado de la siguiente forma:

«b) A la promoción y formación profesional en el trabajo, así como al desarrollo 
de planes y acciones formativas tendentes a favorecer su mayor empleabilidad.»

Disposición adicional novena. Informe Anual de Evaluación de las bonificaciones a la 
contratación.

El Gobierno presentará ante el Congreso de los Diputados un Informe Anual de 
Evaluación y seguimiento económico de las bonificaciones a la contratación con el fin de 
conocer la efectividad de la medida a fin de ajustar las políticas activas a la realidad del 
mercado laboral.
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Disposición derogatoria única. Alcance de la derogación normativa.

1. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:

a) De la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, 
los apartados 1 y 6 del artículo 2, el artículo 3 y el párrafo tercero del artículo 7.1.

b) De la Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes para el mantenimiento 
y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas, el artículo 5.

c) De la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, la Disposición 
adicional quinta, a partir de 1 de abril de 2011.

d) De la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que se establece un sistema específico 
de Protección por Cese de Actividad de los Trabajadores Autónomos, la Disposición 
adicional decimotercera.

2. Se derogan cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a 
lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Fundamento constitucional.

Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª y en el artículo 
149.1.17.ª de la Constitución, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre las 
materias de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas, y de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas, 
respectivamente.

Disposición final segunda. Incorporación de Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorpora al derecho español la Directiva 2008/104/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a 
través de empresas de trabajo temporal.

Disposición final tercera. Facultades de desarrollo.

1. El Gobierno y el Ministro de Trabajo e Inmigración, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias para la ejecución de lo establecido en esta Ley, 
previa consulta con las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

2. Se autoriza al Ministro de Trabajo e Inmigración a adaptar los métodos de cómputo 
del incremento y mantenimiento del empleo a que se refieren los artículos 10 y 11 de esta 
Ley en función de los requerimientos técnicos de los sistemas informáticos de la Tesorería 
General de la Seguridad Social y de los servicios públicos de empleo.

3. Con anterioridad al 31 de diciembre de 2010, el Gobierno elaborará, previa consulta 
con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas y con las 
Comunidades Autónomas, las disposiciones necesarias para desarrollar lo establecido en 
esta Ley en materia de agencias de colocación.

Asimismo, el Gobierno, previa consulta con las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas y con las Comunidades Autónomas, fijará indicadores de eficacia de las 
agencias privadas de colocación. Dichos indicadores serán evaluados cada dos años a 
efectos de suscripción de posibles convenios de colaboración entre Agencias y los Servicios 
de Empleo de las Comunidades Autónomas.

4. Con anterioridad al 31 de diciembre de 2010, el Gobierno aprobará, previa consulta 
con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas y con las 
Comunidades Autónomas, un Real Decreto para la modificación del Real Decreto 43/1996, 
de 19 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de Regulación 
de Empleo y de Actuación Administrativa en materia de Traslados Colectivos, para su 
adaptación a lo dispuesto en esta Ley, con particular atención al contenido del plan de 
acompañamiento social de los expedientes de regulación de empleo como instrumento para 
favorecer la recolocación de los trabajadores afectados y la mejora de su empleabilidad.
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Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

1. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

2. Las disposiciones sobre agencias de colocación establecidas en el Capítulo IV de 
esta Ley no serán de aplicación hasta tanto no entre en vigor la normativa de desarrollo a 
que se refiere la disposición final tercera, apartado 3.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Madrid, 17 de septiembre de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente de Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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